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LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre dela República 

Sobre el recurso de cas.ación interpuesto por el señor 
Ierminio Suarez i Suarez, hacendado del domicilio i residen- 

	

, 	cia de San Pedro de Macorís, contra sentencia del Juzgado de lios 
- 	Primera Instaucia del distrito judicial del Seibo, en atrihu- 

	

. 	ciones civiles, de fecha nueve de Abril de mil novecientos 
diez i nueve. 

Visto el memorial de casación presentado por el aboga- 
. do del recurrente, Lic. Rafael Castro Rivera, en el cual se 
' alega contra la sentencia impuknada la violación del artículo 
1, 23 del Código de Procedimiento Civil i 1134 del Código Ci- 

vil. 
Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído al Lic. C. M. García Elenríquez en representación 

del Lic. Francisco J. Peynado, abogado del intimado, eu su 
escrito de réplica i en 'SUS cOnclusiones. 

Oído el escrito de réplica del recurrente. 
Oído el dictamen del tnagistrado Procurador General de 

la República. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos 

los artículos lo. párrafo 5o. i 23 del Código de Procedimien-
to Civil i 71 de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

En cuanto a la violación del artículo 23 del Código de 
i Proceditniento tivi I. 

Considerando: que según el artículo lo. párrafo 5o. del 
Código,de Procedimiento Civil, las acciouds eu reintegrauda 
son interdictos posesnrios. 

	

I 	
sino eu tanto que hayan sido iniciados deutro del afio de la 
turbación, por aquellos que un afio antes a lo menos, se ha- 

pone que las acciones o interdictos posesorios no se admitirán 
Considerando: que el-artículo 23 del mismo Código dis- 

Ilaban en pacífica posesión del objeto litigioso por si o por 
sus causantes i a título no precario. 
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Considerando: que la sentincia impugnada establece que 
la posesión del señor Herrninill Suarez i Suarez, como la de 
su causante el señor George Croissier era a título precario 
que esta es una apreciación de hecho, que no puede ser revi-
sada por la Corte de Casación. 

Considerando: que careciendo la posesión del seiior 
Herminio Suarez i Suarez de la condición de no ser,a título 
no precario, su acción en reintegranda era inadmisible i por 
tanto, la sentencia impugnada en el presente recurso no vio-
ló el artículo 23 del Código de Procedimiento Civil. 

Considerando: ndetnás, que admitiendo que la acción en 
reintegrauda pueda intentarse aun por los poseedores a título 
precario conforme a la doctrina de la jurisprudencia francesa, 
tendría que serio contra la persona autora del despojo i no 
contra el tercero detentador del objeto litigioso, pues sería 
tata acción personal i no una acción real, como lo reconocen 
los sustentadores de esa doctrina; i en el caso del señor Her-
minio Suarez i Suarez, este dirijió su acción contra el ocu-
pante señor Emeterio Catnacho i no contra !el señor José C. 
Robles, autor del despojo, según consta en la sentencia del 
Juzgado del Seibo. 

En cuanto a la violación del artículo 1134 del Código 
Civil. 

Considerando: que el punto de los derechos que pudiera 
tener el señor Herminio Suarez i Suarez por virtud del tras-
paso que hiciera a su favor el señor George Croissier de los 
que él tenía por el acto de prornesa de venta celebrado entre 
el señor Croissier i los esposos Robles-Camarena no fué dis-
cutido ante el Juez del fondo; que Flor tanto la a'legada viola-
ción del artículo 1134 del Código Civil, es un medio nuevo, 
que no siendo de ordeu público no puede ser propuesto por 
primera vez ante la Corte de Casación. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el señor HernSinio Suarez i Suarez, contra sen-
tencia del Juzgado de Primera Instancia del, distrito judicial 
del Selbo, de fecha nueve de Abril de mil novecientos diez i 
nueve i lo condena al pago de los costos. 

R. Ji Castillo.—Augusto A. Jupiter.—Andrés J. Montolío.— 
D. Rodríguez Montafio.—A.Woss y Gil.—P. Báez Lavanda. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día primero de Septiembre de rail novecientos veinte, lo que 
yo, Secretario General, certifico. 

EUG. A. ALVAR HZ, 
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Dios, Patria i Libertad.—República Dominicana 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los señores 
Iglesias i Bustamante, S. A. Iglesias i Santiago Bustamante, 
comerciantes, domiciliados en esta Capital, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Santo Dotningo, de fecha veinte 
i uuo de Noviembre de mil novecientos diez i siete. 

Visto el memorial de casación presentado por los aboga-
dos de los recurrentes, Doctor Moisés García Mella i Licdo. 
Francisco J. Peynado, en el cual se alega contra la sentencia 
impugnada la violación de los artículos 551 i 557 del Código 
de Procedimiento Civil. 

Oído; el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído al Lic. Jacinto R. Castro, abogado de los señores 

Rojas Niese & Co. Incorporated, en su escrito de réplica i sus 
conclusiones.. 

Oído el escrito de réplica de los recurrentes. 
Oído; el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República. 
La Suprema Corte después de haber deliberado i vistos 

los artículos 464, 551 557, 558 i 559 del Código de Proce-
dimiento Civil; 149 del Código de Comercio, lo. i 71 de la 
Lei sobre Procedimiento de Casación. 

En cuanto al primer medio o sea la violación de los ar-
tículos 106, 107 i 118 de la Lei de Presupuesto de 1913-1914 
5o, de la Lei sobre Régimen de la Hacienda Pública i 6o. del 
Código Civil i errada aplicación del artículo 149 del Código 
de Comercio. 

Considerando: que los señores Iglesias i Bustamante, i 
S. A. Iglesias i S. Bustamante, embargaron retentivamente 
en fecha primero de Mayo de mil novecientos catorce, en 
manos del Contador General de Hacienda, la cantidad de 
setenta mil pesos de la que el Gobierno debía a los señores 
Rojas Niese i Co. i en fecha seis de Mayo del mismo año 
(mil novecientos catorce) citaron a los embargados por ante 
el Juzgado de Primera Instancia de Santo Domingo, para que 
oyeren declarar que las sumas de las cuales el tercer embar-
gado se reconocía deudor de los señores Rojas Niese i Co. de-
berían ser pagadas por él, eu Enanos de los embargantes (en 
deducción i hasta la debida concurrencia de su acreeneia en 
principal intereses i gastos.> 

Considerando: que al discutirse la demapda por ante el 
Juzgado de Primera Instancia, los señores Iglesias i Busta-
tnaute i S. A. Iglesias i Santiago Bustamante, pidieron al 
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Considerando: que la sent.sncia impugnada establece que 
la posesión del señor Suarez i Suarez, como la de 
su causante el señor George Croissier era a título precario: 
que esta es una apreciación de hecho, que no puede ser revi-
sada por la Corte de Casación. 

Considerando: que careciendo la posesión del seiior 
Herminio Suarez i Suarez de la condición de no ser,a título 
Itorprecario, su acción eu reintegrauda era inadmisible i por 

'tanto, la sentencia impugnada en el presente recurso no vio-
ló el artículo 23 del Código de Procedimiento Civil. 

Considerando: ademá3, que admitiendo que la acción en 
reintegrauda pueda intentarse aun por los poseedores a título 
precario conforme ki la doctrina de la jurisprudencia francesa, 
tendría que serio contra la persona autora del despojo i 
contra el tercero detentador del objeto litigioso, pues sería 
una acción personal i no una acción real, como lo reconocen 
los sustentadores de esa doctrina; i en el caso del señor Her. 
minio Suarez i Suarez, este dirijió su acción contra el ocu-
pante señor Emeterio Camacho i no contra !el señor José C. 
Robles, autor del despojo, según consta en la sentencia del 
Juzgado del Seibo. 

Eu cuanto a la violación del artículo 1134 del Código 
Civil. 

Considerando: que el punto de los derechos que pudiera 
tener el señor Hertninio Suarez i Suarez por virtud del tras-
paso _que hiciera a su favor el señor George Croissier de los 
que él tenía por el acto de promesa de venta celebrado entre 
el señor Croissier i los esposos Robles-Catnareua, no fué dis-
cutido ante el Juez del fondo; que por tanto la alegada viola-
ción del artículo 1134 del Código Civil, es un medio nuevo, 
que no siendo de orden público no puede ser propuesto por 
primera vez ante la Corte de Casación. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el señor Herráinio Suarez i Suarez, contra sen-
tencia del Juzgado de Pritnera Instancia del distrito judicial 
del Selbo, de fecha nueve de Abril de mil novecientos diez i 
nueve i lo condena al pago de los costos. 

R. J. Castillo.—Augusto A. Jupiter.—Andrés 
D. Rodríguez Montafío.—A.1Voss y Gil.—P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día primero de Septiembre de mil novecientos veinte, lo que 
yo, Secretario General, certifico. 

EUG. A. ALVAREZ. 
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LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los señores 
Iglesias i Bustamante, S. A. Iglesias i Santiago Bustamante, 

sly comerciantes, domiciliados en esta Capital, contra sentencia 
de la Corte de Apelación de Santo Dotniugo, de fecha veinte 
i uno de Noviembre de mil novecientos diez i siete. 

Visto el memorial de casación presentado por los aboga- 
od s de los recurrentes, Doctor lloisés García Mella i Licdo. 

Francisco J. Peynado, en el cual se alega contra la sentencia 
in3pugnada la violación de los artículos 551 i 557 del Código 
de Procedimiento Civil. 

Oído; el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído al Lic. Jacinto R. Castro, abogado de los señores 

Rojas Niese & Co. Incorporated, en su escrito de réplica i sus 
conclusiones. 

Oído el escrito de réplica de los recurrentes. 
Oído; el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República. 
La Suprema Corte después de haber deliberado i vistos 

los artículos 464, 551 557, 558 i 559 del Código de Proce-
dimiento Civil; 149 del Código de Comercio, lo. i 71 de la 
Lei sobre Procedimiento de Casación. 

En cuanto al primer medio o sea la violación de los ar-
tículos 106, 107 i 118 de la Lei de Presupuesto de 1913-1914 
5o, de la Lei sobre Régimen de la Hacienda Pública i 6o. del 
Código Civil i erradá aplicación del artículo 149 del Código 
de Comercio. 

Considerando: que los señores Iglesias i Bustamante, i 
S. A. Iglesias i S. Bustamante, embargaron retentivamente 
en fecha pritnero de Mayo de mil novecientos catorce, eu 
manos del Contador General de Hacienda, la cantidad de 
setenta mil pesos de la que el Gobierno debía a los señores 
Rojas Niese i Co. i en fecha seis de Mayo del mismo ario 
(mil novecientos catorce) citaron a los embargados por ante 
el Juzgado de Primera Instancia de Santo Domingo, para que 
oyeren declarar que las sumas de las cuales el tercer embar-
gado se reconocía deudor de los señores Rojas Niese i Co. de-
berían ser pagadas por él, en manos de los embargantes -Ken 
deducción i hasta la debida concurrencia de su acreeneia en 
principal intereses i gastos.» 

Considerando: que al discutirse la demapda por ante el 
Juzgado de Primera Instancia, los señores Iglesias i Busta-
mante i S. A. Iglesias i Santiago Bustamante, pidieron al 
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Juzgado-declarase sobreseía «coü.ocer de.la demanda en vali-
dez del embargo retentivo practivado por los señores Iglesias 
i Bustamante i S. A. Iglesias i Santiago • Bustamante, sobre 
setenta mil pesos de la suma que adeuda el Gobierno Domi-
nicano a los señores Rojas Niese i Co. Ine. de New York has- 

. ta tanto tpte el Tribunal Comercial ante el cual han sido de-
mandados dichos señores conozca i falle sobre el fondo de 
derecho i adjudique o rechace las reclamaciones que han si-
do formuladas en el acto de emplazamiento para ante aquella 
jurisdicción,» i,que si los señores Rojas Niese Co. Iuc. no 
contestaban ese pedimento se reservasen los costos. 

Considerando: que el Juzgado de Pritnera Instancia, fa-
lló eu fecha primero de julio de mil novecientos catorce: lo. 
que no había lugar a sobreseer el conocimiento de la deman-
da en validez del embargo reteativo practicado por los seño-
res Iglesias i Bustamante i S. A. Iglesias i Santiago Busta-
mante, en roanos del Contador General de Hacienda; 2o. que 
debía declarar i declaró nulo dicho etnbargo en lo ¿pie respec-
taba a las letras de cambio; 3o. condenó eu costos a los de-
mandtintes. 

Considerando: que los señores Iglesias i Bustamante i 
S. A. iglesias i Sautiago Bustamante apelaron de la sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia, en fecha siete de octubre 
de rnil novecientos catorce i en fecha catorce de mayo de mil 
novecientos quince introdujeron por ante la Corte de Apela-
ción una «dorna:ida ndicionnl» n tiu de que la Corte declarase 
«que las obligaciones provinientes de la aceptación de jiros 
librados por los señores Rojas Niese i Co. Inc. de New York, 
que ha asumido el Contador General de Hacienda o cualquie-
ra otro empleado de la Hacienda Pública, para pagar las su-
mas acreditadas por los dichos señores Rojas Niese i Co. Inc.' 
es nula, que solo cuando el Congreso Nacional haya autori-
zado por una iei el !ligo, indicando cuando i corno deben ser 
pagadas, pueden s'er pagndos egos valores, i en consecuencia 
de esa declaración adjudicarles las conclusiones contenidas en 
el acta de apelación.» 

Apelación, i rechazada poi. esta, edmo demanda nueva; que 
uo habiendo conocido esa demanda la Corte de Apelación, 
por el motivo expresado, este Medio es hiadmisible,- porque 
la sentencia no ha podido violar los citados artículos puesto 
que la Corte, por un motivo legal, no falló sobre la demanda 
de los apelantes tendiente a que se declarasen nulas las acep-
taciones de jiros hechas por el Contador General; nulidad re-
sultante, según los apelantes de los mencionados artículos. 

Considerando: que si el embargo retentivo trabado sobre 
sumas de las cuales el deudor hubiere dispuesto ya por tnedio 
de letras o jiros, aceptados por el tercer embargado en fecha 
anterior a la del embargo, pudiese constituir un impeditneu-
to para el pago al vencimiento de la letra o del jiro, equi-
valdría a una oposición al pago de tales efectos, fuera de los 
únicos casos en los cuales conforme al artículo 149 del Códi-
go de Comercio puede hacerse oposición al pago de una letra 
de cambio i por tanto ese artículo no fué mal aplicado por.la 
Corte de Apelación al anular el embargo. por haber sido 
practicado sobre sumas por las cuales el tercet embargado ha-
bía aceptado letras de catilbio del embargado con anteriori-
dad a la fecha del erobargo. 

En cuanto a la violación de los artículos 551 i 557 del 
Código de Procedimiento Civil. 

Considerando: que el artículo 551 del Código de Proce-. 
dimiento Civil dispone que no podrh procederse a ningún 
embargo de bienes muebles o inmuebles, sino eu virtud de 
título ejecutorio i por cosas lí'quidas i ciertas; que los artículos 
557 i 558 del mismo Código autorizan el ernbargo retentivo 
en virtud de título bajo firma privada, o sea título con auto-
rización del juez; i el artículo 559 dispone que si la deuda por 
la cual se ha de proceder al embargo no es líquida haga el 
juez su evaluación provisional; que por tanto la condición de - 
certeza de la deuda por la cual se traba el embargo, debe 
cumplirse en el caso de los ernbargos retentivos. 

Considerando: que la certeza de la deuda por la cual se 
hace el embargo, es una euestión de hecho, que los jueces 
del fondo aprecian soberanamente. 

Considerando: que la Corte de Apelación consideró que 
los señores.Iglesias i Bustamante S. A. Iglesias i S. Bus-
tau:lente no tenían contra los en3bargados señores Rojas 
Niese i Co. Inc., sino un crédito eventual, sujeto a discusión 
judicial, que no podía servir de causa al embargo retentivo; 
que esta es una apreciacióu de hecho que uo puede ser cen-
surada por la Corte de Casación. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter, 
puesto pot los señores Iglesias i Bustamante, S. S. Iglesias i 
Santiago Bustamante, contra sentencia de la, Corte de Ape 

• 
Considerando: que la demanda adicional de los apelan-

tes fué rechazada por la Curte de Apelación, por constituir 
una demanda nueva, en la cual uose trataba de compensa-
ción ni tampoco fué producida como medio de defensa de la 
acción principal; i en consecuencia era inadmisible por vir-
tud de la disposición del artículo 464 del Código do Pro.ce-
dimiento Civil. 

Considerando: (fue 	alegada violación de los artículos 
106, 107 i 108 de la Lel de Presnpuesto de 1913-1914, del 
artículo 5 de la Isei aubre el Régimen de la Hacienda Pública 
i del artículo 6 del Código Civil, es una secuela de la deman-
da adicional intentada por los recurrentes ante la Corte de 
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Juzgado- declarase sobreseía «coocer dela demanda en vali-
dez del embargo retentivo pract¡cado por los señores Iglesias 
i Bustamante i S. A. Iglesias i Santiago Bustamante, sobre 
setenta mil pesos de la suma que adeuda el Gobierno Domi-
nicano a los señores Rojas Nicle i Co. Inc. de New York has- 

. 	ta tanto que el Tribunal Comercial ante el cual hau sido de- 
mandados dichos señores 'conozca i 	sobre el fondo de 
derecho i adjudique o rechace las reclamaciones que han si-
do formuladas en el acto de emplazamiento para ante aquella 
jurisdicción,» i.que si los senores Rojas Niese Co. Inc. no 
contestaban ese pedimento se reservasen los costos. 

Considerando: que el Juzgado de Primera Instancia, fa-
lló en fecha primero de julio de mil novecientos catorce: lo. 
que no había lugar a sobreseer el conocitniento de la deman-
da en validez del embargo retentivo practicado por los seño-
res Iglesias i Bustamante i S. A. Iglesias i Santiago Busta-
mante, en tnattos del Contador General de Hacienda; 20. que 
debía declarar i declaró nulo dicho embargo en lo que respec-
taba a les letras de catnbio; 3o. condenó eu costos a los de-
mandantes. 

Considerando: que los. señores Iglesias i Bustan3ante i 
S. A. Iglesias i Sautiagu Bustamante apelaron de la sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia, en fecha siete de, octubre 
de mil novecientos catorce i en fecha catorce de mayo de mil 
novecientos quince introdujeron por ante la Corte de Apela-
ción una «depoincla adicional» fiu de que la Corte declarase 
<que las obligaciones provinientes de la aceptación de jiros 
librados por los señores Rojas Niese i Co. Inc. de New York, 
que ha asumido el Contador General de .Hacienda o cualquie-
ra otro empleado de la Hacienda Pública, para pagar las su- 
mas acreditadas por los dichos señores Rojas Niese i Co. 
es- nula, que solo cuando el Congreso Nacional haya autori-
zado por una lei el Lugo, indicando cuando i como deben ser 
pagadas, pueden ser pagados esos valores, i en consecuencia 
de esa declaración adjudicarles las conclusiones contenidas en 
el acta de apelación.» 

Considerando: que. la  detnanda adicioual de los apelan-
tes fué rechazada por la Corte de Apelación, por constiluir 
una demanda nueva, eu la cual uose trataba de compensa-
ción ui tatnpoco fué producida cotno tnedio de defensa de Ea 
acción principal; i en consecuencia' era inadmisible por vir-
tud de la disposición del artículo 464 del Código de ProCe-. 
di miento Ci vi I. 

Considerando: cine la alegada violación de los artículos 
106, 107 i 108 de la Lei de PresOpuesto de 1913-1914, del* 
artículo 5 de la tei sobre el Régimen de la Hacienda Pública 
i del artículo 6 del Código Civil, es uua secuela de la deman-
da adicional ihtentada por los recurrentes ante la Corte de 
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Apelación, i rechazada poi. esta,-(córoo demanda nueva; que 
uo habiendo conocido esa demauda la Corte de Apelación, 
por el motivo expresado, este Medio es inadmisible,- porque 
la sentencia no ha podido violar los citados artículos puesto 

que la Corte, por un motivo legal, no falló sobre la demanda 
de los apelantes tendiente a que se declarasen nulas las acep-
taciones de jiros hechas por el Contador General; nulidad re-
sultante, según los apelantes de los mencionados artículos. 

Considerando: que si el embargo retentivo trabado sobre 
sumas de las cuales el deudor hubiere dispuesto ya por medio_ 
de letras o jiros, aceptarlos por el tercer embargado en fecha 
anterior a la del etnbargo, pudiese constituir un impedimen-
to para el pago al vencimiento de la letra o del jiro, equi-
valdría a una oposición al pago de tales efectos, fuera de los 
únicos casos en los cuales conforme al artículo 149 del Códi-
go de Comercio puede hacerse oposición al pago de una letra 
de Cambio i por tanto ese artículo no fué tnal aplicado por.la 
Corte de Apelación al anular el embargo' por haber sido 
practicado sobre sumas por las cuales el tercet embargado ha-
bía aceptado letras de calbio del embargado con anteriori-
dad a la fecha del embargo. 

En cuanto a la violación de los artículos 551 i 557 del 
Código de Procedimiento Civil. 

Considerando: que el artículo 551 del Código de Proce-- 
ditni,ento Civil dispone que no podrá procederse a ningún 
embargo de bienes muebles o inmuebles, sino eu virtud de 
título ejecutorio i por cosas líquidas i ciertas; que los artículos 
557 i 558 del tnistno Código autorizsn el embargo retentivo 
en virtud de título bajo firma privada, o sea título cou auto-
rización 'del juez; i el artículo 559 dispone que si la deuda por 
la cual se ha de proceder al embargo no es líquida haga el 
juez su evaluación provisional; que por tanto la condición de - 
certeza de la deuda por la cual se traba el embargo, debe 
cumplirse en el caso de los embargos retentivos. 

Considerando: que la certeza de In deuda por la cual se 
hace el ernbargo, es una cuestión de hecho, que los jueces 
del fondo aprecian soberanamente. 

Considerando: que la Corte de Apelación consideró que 
los señores.Iglesias i Bustamante i S. A. Iglesias i S. Bus-
tatnente no tenían contra los embargados señores Rojas 
Niese i Co. Inc., sino un crédito eventual, sujeto a discusión 
judicial, que no podía servir de causa al etnbargo retentivo; 
que esta es una apreciación de hecho que no puede ser cen 
surada por la Corte de Casación. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por los señores Iglesias i Bustatnante, S. S. Iglesias i 
Santiago Bustamante, contra sentencia de la. Corte de Ape 
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lación de Santo Domingo, d.; fecha veinte i uno de Novieln- 
bre de mil novecientos diez i siete, i los condena al pago (le 
los costos. Firmados. 

— 

R. J. Castillo.—D. Rodríguez Montatio.—M. de J. Gol¿. zález 	(from y Gil.—P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñorea jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día diez de Septiembre de mil novecientos veiute, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

Eug. A. Alvarez. 

Dios, F'atria i Libertaci.—República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el seiior 
Leoncio García (a) Lelo, agricultor, domiciliado i residente 
en Conuco, sección de la común de La Vega, contra senten-
cia de la Corte de Apelación del Departamento de La Vega, 
de fecha quince de Diciembre de mil novecientos diez i nue-
ve, que le condena «a sufrir la pena de seis meses de prisión 
correccional, i al pago de los costos» por complicidad en el 
crimen de homicidio voluntario en la persona de José Joa- 
quín García (a) Viruta de que están inculpados los señores 
Pascual Sánchez i Antonio Peña. 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de la 
Corte de Apelación de La Vega, en fecha veintitres de Di-
cietnbre de :ni! novecientos diez i nueve.. 

Oído el informe del Juez Relator, Lic. Pablo Báez La-
vastida. 

Oído el dictatnen del Magistrado Procurador General de 
la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos 
los artículos 59, 60, 304 últitna parte i 463 del Código Penal. 
la Lei del 28 de Junio de 1911, que define los delitos políti- 
cos; i los artículos lo. i 71 de la Lei sobre Procedimiento de 
Casación. 

Considerando: que según consta en la sentencia impug-
nada, José Joaquín García (a) Viruta, inculpado del robo de 
un revólver era conducido preso, a presencia del Jefe revolu-
cionario General Pascasio Toribio, por una ronda comandada 
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por Leoncio García (a) Lelo, ie ést en el catnino hizo atnarrar 

al preso a un árbol, i ordenó a Pascual Sánchez, Antonio Pe-
ña i Mantiene° Peña que formaban parte de la ronda, que 
dispararan sobre él; que la orden fué obedecida por los dos 
primeros quienes infirieron a José Joaquín García dos heri-
das, las cuales produjeron la muerte inmediatamente. 

Considerando: que la Corte de Apelación declaró culpa-
bles de homicidio voluntario a Pascual Sánchez i Antonio 
Peña, i cómplices del mistno hecho a Leoncio García (a) Lelo, 
calificación acorde con los artículos 295 i 60 del Código Pe-

nal. puesto que según el primero el que voluntariatnente 
muta a otro se hace reo de hoinicidio, i según el segundo, se 
castigarán como cómplices de una acción calificada crimen o 
delito a aquellos que por abuso de poder o autoridad provo-
casen esa acción o diesen instrucciones para cometerla. 

Considerando: que el artículo 59 del Código Penal dis-
pone que a los cómplices de un crimen o de un delito se les 
impondrá la pena inmediata inferior a la que corresponda a 
los autores del crimenó del delito salvo los casos en que la 
lei disponga otra cosa; que por tanto la pena que corresponde 
a los cómplices de homicidio voluntario, castigado con los 
trabajos públicos, conforme al artículo 304 última parte del 
Código Penal, es la de detención. 

Considerando: que el párrafo 4o. del artículo 463 del Có-
digo Penal dispone que cuando en favor del acusado existan. 
circunstancias atenuantes, cuando la pena sea la de detención, 
los tribunales impondrán la de prisión correccional cuya du-
ración mínima no bajará de dos meses. 

Considerando: que el Presidente Provisional, Doctor 
Ramón Báez no pudo tener en el uso de atribuciones lejisla-
tivas, mayor capacidad de la que la Constitución confiere al 
Conareso; el cual confortne al párrafo 6o. del artículo 35 de 
la dinstitución solo puede conceder amnistía por delitos po-
líticos; i por tanto el Decreto del Presidente Provisional, de 
fecha diez de Octubre de mil novecientos catorce, solo podía 
referirse a los delitos políticos o sea a las infracciones califi-
cadas como tales por la lei del 28 de Junio; de 191.1; i que 
eon las previstas eu las secciones 2o. i 3o. del Capítulo I, i en 
todo el capítulo II del Título lo. del Libro Tercero, así como 
en la fleCCiáll 7o. del Capítulo III del mismo Título i Libro 
del Código Penal. 

Considerando: que el hecho del cual fué declarado cóm-
plice Leoncio García (a) Lelo, no es un delito político, puesto 
que no es de las infracciones calificadas de tales por la lei. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el señor Leoncio García (a) Lelo, contra sentencia 
de la Corte de Apelación del Departamento de La Vega, de 
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Eug. A. Alvarez. 

Dios, Patria i Libertad.—República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Leoncio García (a) Lelo, agricultor, domiciliado i residente 
en Conuco, sección de la común de La Vega, contra senten-
cia de la Corte de Apelación del Departatnento de La Vega, 
de fecha quince de Dicietnbre de mil novecientos diez i nue-
ve, que le condena «a sufrir la pena de seis meses de prisión 
correccional, i al pago de los costos» por complicidad en el 
crimen de homicidio voluntario en la persona de José Joa- 
quín García (a) Viruta de que están inculpados los señores 
Pascual Sánchez i Antonio Peña. 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de la 
Corte de Apelación de La Vega, en fecha veintitres de Di-
ciembre de mil novecientos diez i nueve. 

Oído el informe del Juez Relator, Lic. Pablo Báez La-
vastida. 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos 
los artículos 59, 60, 304 última parte i 463 del Código Penal, 
la Lei del 28 de Junio de 1911, que define los delitos políti- 
cos; i los artículos lo. i 71 de la Lei sobre Procedimiento de 
Casación. 

Considerando: que según consta en la sentencia itnpug-
nada, José Joaquín García (a) Viruta, inculpado del robo de 
un revólver era conducido preso, a presencia del Jefe revolu-
cionario General Pascasio Toribio, por una ronda comandada 
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por Leoncio García (a) Lelo, ie ést en el camino hizo atnarrar 
al preso a un árbol, i ordenó a Pascual Sánchez, Antonio Pe-
rla i Ylanuelico Perla que formaban parte de la ronda, que 
dispararan sobre él; que la orden fué obedecida por los dos 

neros quienes infirieron a José Joaquín García dos heri-
das, las cuales produjeron la muerte inmediatamente. 

Considerando: que la Corte de Apelación declaró culpa-
bles de homicidio voluntario a Pascual Sánchez i Antonio 
Peña, i cómplices del mismo hecho a Leoncio García (a) Lelo, 
calificación acorde con los artículos 295 i 60 del Código Pe-
nal. puesto que según el primero el que voluntariatnente 
mata a otro se hace reo de homicidio, i según el segundo, se 
castigarán como cómplices de una acción calificada crimen o 
delito a aquellos que por abuso de poder o autoridad provo-
casen esa acción o diesen instrucciones para cometerla. 

Considerando: que el artículo 59 del Código Penal dis-
pone que a los cómplices de un crimen o de un cielito se les 
iaipondrá la pena inmediata inferior a la que corresponda a 
los autores del crimen o del delito salvo los casos en que la 
lei disponga otra cos.a; que por tanto la pena que corresponde 
a los cómplices de homicidio voluntario, castigado con los 
trabajos públicos, conforme al artículo 304 última parte del 
Código Penal, es la de detención. 

Considerando: que el párrafo 4o. del artículo 463 del Có-
digo Penal dispone que cuando en favor del acusado existan' 
circunstancias atenuantes, cuando la pena sea la de detención, 
los tribunales itnpoudráu la de prisión correccional cuya du-
ración mínima no bajará de dos meses. 

Considermido: que el Presidente Provisional, Doctor 
Ramón Báez no pudo tener en el uso de atribuciones lejisla-
tivas, mayor capacidad de la que la Constitución confiere al 
Cone•reso; el cual conforme al párrafo 6o. del artículo 35 de 
la anstitución solo puede conceder amnistía por delitos po-
líticos; i por tanto el Decreto del Presidente Provisional, de 
fecha diez de Octubre de mil novecientos catorce, solo podía 
referirse a los delitos políticos o sea a las infracciones califi-
cadas como tales por la lei del 28 de Junio; de 1911; i que 
son las previstas eu las secciones 2o. i 3o. del Capítulo I, i en 
todo el capítulo II del Título lo. del Libro Tercero, así como 
en la sección 7o. del Capítulo III del mismo Título i Libro 
del Código Penal. 

Considerando: que el hecho del cual fué declarado cóm-
plice Leoucio García (a) Lelo, no es un delito político, puesto 
que no es de las infracciones calificadas de tales por la lei. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el señor Leoncio García (a) Lelo, contra sentencia 
de la Corte de Apelación del Departamento de La Vega, de 

• 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se. 
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia Pública del 
día diez de Septiembre de mil novecientos veinte, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

lación de Santo Domingo, d.; fecha veinte i uno de Noviera. 
bre de mil novecientos diez i siete, i los condena al 
los costos. Firmados.— 	 Pago de 

R. J. Castillo.—D. Rodríguez Montaiio.-111. de J. Gon. 
zález M.—A. Woss y Gil.—P. Báez Lavastida 
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fecha quince de Diciernbre do mil novecientos diez i nueve, i 
le condena al pago de los cdstos. 

R. J. Castillo.—M. de J.: González M.—A. Woss y Gil.— 
P. Báez Lavastida.--Augusto, A. Jupiter.---D. Rodríguez ko„. 
tafío. 

Dada i firmada ha sido la antericir sentencia por los 
ñores jueces que en ella figuran en la audiencia pública d. I 
día quince de Septiembre de mil novecientos veinte, lo (1 
yo, Secretario General, certifico. 

EUG. A. ALVAREZ. 

Dios Patria i Libertad República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Por cuanto con motivo de una instancia en suspensión 
de ejecución de una sentencia impugnada en casación pre-
sentada por el señor Carlos Teodoro George, el magistrado 
Augusto A. Jupiter ha manifestado en la Cámara del Consejo, 
su propósito de inhibirse en el conocimiento de ese i cual-
quiera otro asunto en el cual sea parte el señor Carlos Teodo- 

. ro George, i ha expuesto los motivos que sirven de funda-
mento a ese propósito. 

Oído el dictamen in-yo« del magistrado Procurador Ge-
neral de la República. 

Atendido, a que las razones de delicadeza personal ale-
gadas por el magistrado Augusto A. „lupiter, para inhibirse. 
uo constituyen una causa de recusación i por tanto no son 
motivos legales de inhibición. 

Por tales motivos. 
La Süprema Corte de Justicia declara que BO procede la 

inhibición del magistrado Augusto A. Jupiter, en el caso de 
la instancia en suspensión de sentencia) presentada por el se-
ñor Carlos Teodoro George. 

Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo 
Domingo, Capital de la República, fi los quince dias del mes 
de Septiembre de mil novecientos veinte, año 77 de la Inde-
pendencia i 58 de la Restauración. 

R. J. Castillo.—D. Rodríguez Montafío.—M. de J. Gonzá-
lez M.—A. Woss y Báez Lauastida. 

Dado i firmaáci 1)8 sido el auto anterior por los señores 
jueces que arriba figuran, el mismo día, raes i oí» en éi - 
presados, lo que yo, Secretario General, certitico. 

EUG. A. ALVAREZ. 

Dios, Patria i Libertad - República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Visto el memorial suscrito por los abogados Dr. Moisés 
García Mella i Lic. Jacinto B. Peynado, en nombre i repre-
sentación del señor Carlos Teodoro George, propietario, agri-
cultor, dorniciliado en el lugar denominado «El Soco,» pro-
vincia de San Pedro de Macorís, en el cual piden la suspen-
sión de la ejecución de la sentencia dictada por la Corte de 
Apelación del Departamento de Santo Domingo, de fecha 
treinta de agosto de mil novecientos veinte. 

Visto el dictamen escrito del Magistrado Procurador Ge-
neral de la República, quien opina que no ha lugar a lo que 
se pide. 

Visto el artículo 15 de la Lei sobre Procedimiento d 
Casación. 

Atendido: a que según el artículo 15 de la Lei sobre 
Procedimiento de Casación, la Suprema Corte de Justicia 
puede a petición de parte interesada ordenar la suspensión 
del fallo atacado por la vía de la casación (eiempre que se 
demuestre -evidentemente que de su ejecución pueden resul-
tar graves perjuicios en el caso de que dicho fallo fuese 'defi-
nitivamente anulado;» que en el presente caso esa determi-
nación evidente de los perjuicios que puedan resultar de la 
ejecución de la sentencia, no se ha hecho, i por lo tanto no 
procede se conceda la suspensión pedida. 

La Suprema Corte, declara que no ha lugar a la suspen-
sión que solicita el recurrente. 

Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo 
Domingo, Capital de la República, a los diez i seis días del 
mes de septiembre de mil novecientos veinte, ario 77 de la 
Independencia i 58 de la Restauración. 

R. J. Castillo.—Augusto. A. Jupiter.—D. Rodríguez Mo\n-

tafío.--A. WO$8 y 	de J. González M. - 

Dado i firmado ha sido el anterior auto por los seriores 
jueces que arriba figuran, el mismo día. :nes i año, en él ex-
presados, lo que yo, Secretario General, certifico. 

EUG. A. ALVAREZ. 
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fecha quince de Diciembre cre mil novecientos diez i neve, i 
le condena al pago de los cottos. 

R. J. Castillo.-111. de J. González M.—A. Woss 
y ( til.— 

P. Báez Lavastida.--Augusto A. Jupiter.---D. Rodríguez Mon. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se. 
ñores jueces que.en ella figuran en la audiencia pública del 
día quince de Septiembre de mil novecientos veinte, lo que 
yo, Secretario General, certifico. 

a 

      

      

 

Dios, Patria i Libertad República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

.En nombre de la República 

Por cuanto con motivo de una instancia en suspensión 
de ejecución de una sentencia impugnada en casación pre-
sentada por el señor Carlos Teodoro George, el magistrado 
Augusto A. Jupiter. ha manifestado en la Cámara del Consejo, 
su propósito de inhibirse en el conocimiento de ese i cual-
quiera otro asunto en el cual sea parte el señor Carlos Teodo- - 

. ro George, i ha expuesto los motivos que sirven de funda-
mento a ese propósito. 

Oído el dictamen in-voce del magistrado Procurador Ge-
neral de la República. 

Atendido, a que las razones de delicadeza personal ale-
gadas por el inagistrado Augusto A. Jupiter, para inhibirse. 
no constituyen una causa de recusación i por tanto 110 son 
motivos legales de inhibición. 

Por tales motivos. 
La Süprema Corte de Justicia declara que DO procede la 

inhibición del magiltrado Augusto A. Jupiter, en el caso de 
la instancia en suspensión de sentencia presentada por el se-
ñor Carlos Teodoro George. 

Dado en el Palncio de Justicia, en la ciudad de Santo 
Domingo, Capital de la República, los quince dias del, mes 
de Septiembre de mil novecientos veinte, año 77 de la Inde-
pendencia i 58 de la Restauración. • 

R. J. Castillo.—D. Rodriguez Montaíio.—M. de J. Gonzá-
lez M.—A. Woss y Gil.--P. Báez Lavastida. 

Dado i firmado ha sido el auto anterior pos los señores 
jueces que arriba tiguian, el mismo día, tnes i año en él ex-
presados, lo que yo, Secretario General, certifico. 

EUG. A. ALVAREZ. 

  

   

   

   

   

   

 

   

   

EUG. A. ALVAREZ. 
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Dios, Patria i Libertad—República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Visto el memorial suscrito por los abogados Dr. Moisés 
García Mella i Lic. Jacinto B. Peynado, en nombre i repre- 

1 sentación del señor Carlos Teodoro George, propietario, agri- 
e cultor, domiciliado en el lugar denominado <EI Soco,» pro- 

' vincia de San Pedro de Macorís, en el cual piden la suspen-
sión de la ejecuci6n de la sentencia dictada por la Corte de 
Apelación del Departamento de Santo Domingo, de fecha 
treinta de agosto de mil novecientos veinte. 

Visto el dictamen escrito del Magistrado Procurador Ge- 
: neral de la República, quien opina que no ha lugar a lo que 
. se pide. 

Visto el artículo 15 de la Lei sobre Procedimiento de 
» 

' Casación. 

Atendido: a que según el artículo 15 de la Lei sobre 
Procedimiento de Casación, la Suprema Corte de Justicia 
puede a petición de parte interesada ordenar la suspensión 
del fallo atacado por la vía de la casación (siempre que se 
demuestre-evidentemente que de su ejecución pueden resul-
tar graves perjuicios en el caso de que dicho fallo fuese 'defi-
nitivamente anulado;» que en el presente caso esa determi-
nación evidente de los perjuicios que puedan resultar de la 
ejecución de la sentencia, no se ha hecho, i por lo tanto no 
procede se conceda la suspensión pedida. 

'OS 	
La Suprema Corte, declara que no ha lugar a la suspen- 

sión que solicita el recurrente. 

Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo 
Domingo, Capital de la República, á los diez i seis días del 

41» mes de septiembre de mil novecientos veinte, ario 77 de la 
Independencia i 58 de la Restauración. 

R. J. Castillo.—Augusto A. Jupiter.—D. Rodríguez Mo\n-
tafta.--A. Woss y Gil.—.21: de J. González M. - 

Dado i firmado ha sido el anterior auto por los señoree 
jueces que arriba figuran, el mismo día. mes i ario, en él ex-
presados, lo que yo, Secretario General, certifico. 

EUG. A. ALVAREZ. 
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Nos. Lic. Rafael J. Castillb, Presidente de la Suprema Oído: el dictamen del Magistrado Procurador General de 

ln República, Doctor Apolillar Tejera. 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-

rado i vistos los artículos 26 i 71 de la Lei sobre Procedimien-
to de Casación. 

Considerando: que según el artículo 26 de la Lei sobre 
Procedimiento de Casación, en materia criminal, correccional 
o de simple policía, pueden pedir la casación de una senten-
cia el condenado, la parte civil i las personas civilmente res-
ponsables. 

Considerando: que no con.tn en la sentencia ni resulta 
del expediente que el menor Ramón Osvaldo Pefía, quere-
llante o su madre la señora Rosa de Pefía se constituyeren 
parte civil; que por tanto la recurrente no tenía calidad para 
intentar el recurso en casación. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por la señora Rosa de Peña contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial del Seibo de 
fecha tres de Noviembre de tnil novecientos diez i nueve i le 
condena al pago de los costos. 

R. J. Castillo.—M. de González Marrero.—P. Báez La-
vastida.—D. Rodríguez Montan°. — Augusto A. Jupiter.—A. 
Woss y Gil. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
fíores jueces que en ella figuran en la audiencia pública del 
día diez i siete de Septiembre de mil novecientos veinte, lo 
,que yo, Secretario General, certifico. 

EUG. A. ALVAREZ. 

Atendido: que en fecha nueve de abril del año mil no-
vecientos diez i ocho, el abogado Lic. Abigail del Monte, 
obrando a nombre del señor Francisco Tagliamonte, comer-
ciante, domiciliado en esta ciudad, interpuso recurso de casa-
ción contra sentencia de la Corte de Apelación del Departa-
tuento de Santo Domingo, de fecha veinte i tres de Enero de 
roil novecientos diez i ocho; que el Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia por auto de fecha diez del misnao 'rnes de 
abril, autorizó el recurso solicitado por el señor Francisco Ta. 
gliamonte, conforme nl artículo 6 de la Lei sobre Procedi-
mientb de Casación; que según los tértninos del artículo 7 de 
la misma lei «habrá caducidad del recurso, sietnpre que el 
intimante no emplazare al intimado en el término de treinta 
días, a contar cle aquel en que fué proveido por el Presidente 
el auto de admisión.> 

Visto el artículo 7 de la Lei sobre Procedimiento de Ca-
sación. 

Resolvemos que el presente expediente sea archivado en 
la Secretaría General de la Suprema Corte de Justicia. 

Dado por Nos, en el Palacio de Justicia, en la ciudad de 
Santo Domingo, capital de la República, a los diez i seis días 
del mes de Septiembre de tnil novecientos veinte, año 77 de 
la Independencia i 58 de la Restauración.—Firmados.— R. J. 
Castillo.—Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

Corte de Justicia, asistidos del infrascrito Secretario Gene-
ral. 

'U 

Dios, Patria i Libertad.—República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la .República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la señ'ota 
Rosa de Peña, de oficios domésticos, del domicilio i residen-
cia del Seibo, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial del Seibo, de fecha tres de No-
viembre de mil novecientos diez i nueve, que absuelve al 
señor Miguel E. Castro y. inculpado del delito de difatnación 
en perjuicio del joven Ramón Osvaldo Peña. 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial del Seibo, 
en fecha seis de Noviembre de mil novecientos diez nueve. 

Oído: el informe del Juez Relator, Lic. Alejandro Woss 
i Gil. 

CRONICA 
El día lo. del corriente prestó el juramento de lei 

el señor Francisco Henríquez Aybar, como Alguacil de 
Estrados de la Suprema Corte de Justicia. 

El mismo día se dictó sentencia en el recurso de 
casación interpuesto por el señor Herminio Suarez i 

Suarez, cantra el señor Etneterio Camacbo. 
Día 2.—Por auto de la Suprema Corte de Justicia 

le fué concedida al Magistrado Lic. Andrés J. Montolío 
Ima licencia, por el tértnino de un mes para poder tras-
ladarse a New York. 
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Nos. Lic. Rafael J. Castillo, Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, asistidos del infrascrito Secretario Gene-
ral. 

Atendido: que en fecha nueve de abril del año mil no-
vecientos diez i ocho, el abo,,osdo Lic. Abigail del Monte, 
obrando a nombre del señor Francisco Tagliamoute, cotner-
ciente, domiciliado en esta ciudad, interpuso recurso de casa-
ción contra sentencia de la Corte de Apelación del Departa-
ruento de Santo Domingo, de fecha veinte i tres de Enero de 
mil novecientos diez i ocho; que el Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia por auto de fecha diez del mismo 'mes de 
abril, autorizó el recurso solicitado por el señor Francisco Ta-
gliamonte, conforme al artículo 6 de la Lei sobre Procedi-
mientb de Casación; que según los tértninos del artículo 7 de 
la misma lei (habrá caducidad del recurso, sietnpre que el 
intimante no emplazare al intimado en el término de treinta 
días, a contar de aquel en que fué proveido por el Presidente 
el auto de admisión.> 

Visto el artículo 7 de la Lei sobre Procedimiento de Ca-
sación. 

Resolvernos que el presente expediente sea archivado en 
la Secretaría General de la Suprema Corto de Justicia. 

Dado por Nos, en el Palacio de Justicia, en la ciudad de 
Santo Domingo, capital de la República, a los 'diez i seis días 
del mes de Septiembre de mil novecientos veinte, año 77 de 
la Independencia i 58 de la Restauración.--Firmados.— R. J. 
Castillo.—Eug. A. Alvarez, Secretario General. 

Dios, Patria i Libertad.—República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

En nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la señora 
Rosa de Peña, de oficios domésticos, del domicilio i residen-
cia del Seibo, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial del Seibo, de fecha tres de No-
viembre de mil novecientos diez i nueve, que absuelve al 
señor Miguel E. Castro Y. inculpado del delito de difamación 
en perjuicio del joven Ramón Osvaldo Peña. 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial del Seibo, 
en fecha seis de Noviembre de mil novecientos diez nueve. 

Oído: el informe del Juez Relator, Lic. Alejandro Woss 
i Gil. 

Oído: el dictamen del Magnitrado Procurador General de 
la República, Doctor Apolinar Tejera. 

La Suprema Corte de Justicia, deipués de haber delibe-
rado i vistos los artículos 26 i 71 de la Lei sobre Procedimien-
to de Casación. 

Considerando: que según el artículo 26 de la Lei sobre 
Procedimiento de Casación, en materia criminal, correccional 

de simple policía, pueden pedir la casación de una seuten-
cia el condenado, la parte civil i las personas civilmente res-
ponsables. 

Considerando: que no con.ta en la sentencia ni resulta 
del expediente que el menor Ramón Osvaldo Peña, quere-
llante o su madre la señora Rosa de Perla se constituyeren 
parte civil; que por tanto la recurrente uo tenía calidad para 
intentar el recurso en casación. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación inter-
puesto por la señora Rosa de Peña contra sentencia del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial del Seibo de 
fecha tres de Noviembre de mil novecientos diez i nueve i le 
condena al pago de los costos. 

R. J. Castillo.—M. de J. González Marrero.—P. Báez La-
vastida.—D. Rodríguez Montaiio. — Augusto A. Jupiter.—A. 
Woss y Gil. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que en ella figuran en la audiencia pública_ del 
día diez i siete de Septiembre de mil novecientos veinte, lo 
nue yo, Secretario General, certifico. 

EUG. A. ALVAREZ. 

CRONICA 
El día lo. del corriente prestó el juramento de lei 

el señor Francisco Henríquez Aybar, como Alguacil de 
Estrados de la Suprema Corte de Justicia. 

El mismo día se dictó sentencia en el recurso de 
casación interpuesto por el señor Herminio Suarez i 
Suarez, cantra el señor Etneterio Camacbo. 

Día 2. —Por auto de la Suprema Corte de Justicia 
le fué concedida al Magistrado Lic. Andrés J. Montolío 
,una licencia, por el tértnino de un naes para poder tras-
ladarse a New York. 
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